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SEÑOR PRESIDENTS.- Habiendo número, esta abierta la sesión. 


(Es la hora 14 y 34 minutos) 

En nombre de la Comisión, tenemos el honor de dar la 
bienvenida a los representantes del Cole«io de Abogados del 
Uruguay y del Instituto Uruguayo de Derecho Penal. 


Él tema, por supuesto, es por todos conocido y supongo 


que para la mayoría no es la primera visita que se hace a. 


esta Casa; pero, de todos modos, me voy a permitir explicar 
el nétodo de trabajo que ha venido Siguiendo la Comisión. “Lo 


—--.Que hacemos cuando hay invitados es pedirles que hagan una 


exposición sobre el proyecto, para luego abusar de su 
paciencia en caso de que algún señor Sano: desee formular 
preguntas. 


SEÑOR LANGON.- Voy a tratar de ser lo más breve posible, a 
pesar de haber elaborado un informe total de la ley, que 
incluye un análisis de cada uno de los artículos, porque 
pensábamos que íbamos a concurrir solos en la tarde de hoy 
en representación del Instituto Uruguayo de Derecho Penal. 
No quisiera excederme en el tiempo; - pero, de pronto, sería 
bueno ver los capitulos del. proyecto. 


Ante todo, quiero reiterar el beneplácito del Instituto 
Uruguayo de Derecho Penal por la profícua labor que realizó 
en su momento la Cámara de Representantes y la Comisión 
respectiva, que ha modificado sustancialmente y de modo muy 
positivo la iniciativa original, a tal punto que podemos 
_decir que se trata de un proyecto diferente, sí es que la 
éxpresión puede caber. También tenemos. la esperanza muy 
(Cierta de que otro tanto ocurrirá en el ámbito del Senado, 


¿Quo que hemos advertido el interés que ha despertado un 
e 


y 
pa 


y 


studio en profundidad de esta materia. 


Nuestro plan de exposición tiene por objeto señalar, .en 
la forma más breve posible, todo lo que apoyamos y que no nos 
merece ninguna objeción; plantear algunas sugerencias 
positivas que pudieran mejorar, inclusive, aspectos de 


1” AAA UI ORAR y, 


detalle respecto a aquello con lo que estamos de acuerdo; 
destacar lo bueno del proyecto origihal que se mantiene: y 
algunos puntos que, a nuestro juicio, son criticables y, 
también, temas nuevos que Ho figuraban en el proyecto 
originario o en la iniciativa originaria y que-plantean 
algunos problemas, en todos los casos planteando alternativas 
y proyectos sustitutivos y compiementarios, de nanera que el 
Parlamento pueda conocer nuestra opinión y, repito, las 


observaciones que todo esto nos merece, en lo que sexá una. 


crítica positiva. 


Fntonces, empezando con los aspectos favorables, sin 


perjuicio de tas 


muy importantes-- en la parte analítica, debemos reiterar 
nuestro apoyo irrestricto a la referencia del artículo 13 
inciso cuarto del Código Penal que aparece en el artículo 1” 
del proyecto a estudio. En este sentido, nos“remítimos a lo 
que expusimos en la sesión anterior. No obstante ello, 
queremos traer un nuevo antecedente que es el proyecto de . 
Código Penal de Paraguay de 1994 que, en caso de convertirse 
en ley, éste sería el primer país del MERCOSUR en incorporar 
la -tendencia moderna española y alemana a que hicimos 
referencia con anterioridad. 


En esta iniciativa parseguaya han trabajado los más 


-* importantes procesalistas de América Latina y también de la 
República Federal Alemana. Nos gustaría muchísimo que el 


Uruguay tuviera el honor de preceder al Paraguay en esta 
materia. 


En el numeral 2) del artículo 16 de este proyecto se: 
dice: "Cuando la ley, en caso de una consecuencia especial 
del hecho, prevea una pena mayor, ésta se aplicará al autor 


o partícipe sólo cuando respecto a la consecuencia su 


conducta haya sido al menos culposa." Se trata de la preser- 
vación del principio de legalidad. . : 


Quizá, podrá sorprender a los señores Senadores lo que 
voy a decir, pero convencido de ello y mandatado por el 
Instituto Uruguayo de Derecho Penal, debo señalar que la 


estructura del artículo 18 tiene muchos defectos, pero una 
cosa absurda es mantener lo que llamamos la base objetiva de 
la culpa. Esto es, lo que jurídica y penalmente fue interpre- 

A tado coso indiferente. Inclusive, esto obligó a Irureta 
Goyena a decir en sus notas que el resultado de excesos al 
conducir automóviles -—delito culposo por antonomasia en la 

4 vida moderna— no era penalmente indiferente por la diferen- 
cia entre "mala in se” y "mala in qui prohibita”. Por lo 
tanto, esto es un invento, puesto que no hay nada que sea 
juridicamente indiferente; conducir un automóvil a exceso de 
velocidad, tampoco lo es,. porque está incorporado en una 
falta y las faltas, de acuerdo con lo que establece el 
artículo 2” del Código Penal, son un delito. 


s Algo poco conocido es que solamente el Código Penal 
soviético de 1917 y el Código Penal de nuestro país vigenta 
estabjecen, todavía, la base ilícita de la culpa como un 
arranque de esta última. La culpa es la iaprevisión de un 
resultado imprevisible; pero, en su esencia, es la negligen- 
cia, la imprudencia, la impericia, en fin, el mínimo existen- 
te de contacto subjetivo entre la gente y su hecho que debe 
ser exigido por-.la ley. inclusive, la ultraintención es una 
figura en fuga en los derechos contemporáneos, porque esa 
conmixtión de dolo y culpa plantea probiemas que no se 
solucionan por la ultra intención, sino por admitir dentro 
de las formas dolosas el dolo eventual y, como una particula- 
, ridad de éste, la famosa cuipa con previsión, En definitiva, 
la culpa no es otra cosa que la imprudencia, la falta del 
debido cuidado, la negligencia, la falta de previsión de lo 
previsible. En este sentido, nosotros -postulamos lisa y 
llanamente la eliminación de la expresión "en sí mismo 
jurídicamente indiferente” .que tiene ei artículo 18 del 
Código Penal. En esta propuesta, dicho artículo quedaría E 
redactado de la siguiente manera: "El hecho se consídera 
intencional cuando el resultado se ajusta a la intención: 
ultra intencional, cuando el resultado excede de la inten-. 
ción, siempre que tal resultado haya podido ser previsto; . 
culpabie, cuando se derive un resultado que pudiendo ser 
. previsto no lo fue por imprudencia, impericia, negligencia 
o violación de leyes o regiamentos.” Así, elininaríanos esta 


. 


antigualla que no tiene en el momento actual justificativo 
dogrático ni antecedentes ni prestigio de especie alguna en 
ninguna legislación extranjera ni, naturalmente, .en ninguna 
doctrina. 


Por, otra. parte. apoyamos la inclusión del numeral 12 en 
el artículo 46 del Código Penal, de modo que estamos plena- 
mente de acuerdo con el artículo 2” del proyecto de ley, que 
establece ja atenuante de la colaboración eficaz con la 
justicia.» 


: El Instituto de Derecho Penal también apoya el artículo 
5" del proyecto, modificación*al artículo 157 del Código 
Penal, que establece una pena autónoma de prisión para el 
cohecho simple. Debemos señalar que se mejoró el proyecto 
oriqínal enviado por el Poder Ejecutivo, que fijaba un mínimo 
de cuatro meses. Correctamente, lá Comisión respectiva de la - 
Cámara de Representantes estableció, por su parte, este  . 
mínimo en tres meses, que es lo habitual y lo que correspon- 
de. 26 


También nanifestanmos nuestra conforsidad con el articulo 

6 de la iniciativa, que modifica el artículo 159 del Código 
Penal en materia de sobornos. Vemos con agrado que se tomaron 
en cuenta nuestras observaciones y que se amplió a otros 
. funcionarias la agravante específica dei delito de soborno, 
abarcando no sólo al -funcionario policial sino también a 
aquellos encargados de la represión de otras actividades 
ilícitas. Esto permite incorporar en la disposición al 
personal de Prefectura, militar, aduanero e, incluso, a 
funcionarios de las Intendencias Municipales. Al anpliarse, 
reitero, se -reprimen A no sólo :Gelictivas id 
también ilícitas. : 


Se han establecido, además, los Jímites que postulaba 
el Instituto truguayo de Derecho Penal en el sentido de que 
tuera ostensible la calidad del funcionario .--conoretamente 
el policial-- y que asimismo el soborno se debiere a que este 
funcionario hubiera (109 cri en dai de su 
función. a - 


. 


También existe acuerdo-.por parte del Instituto sobre el 
articulo 8: det proyecto de ley, referente a la modificación 
establecida al artículo 197 del Código Penal sobre el 
encubrimiento, en cuanto se determina una pena autónona para 
este delito y se elimina la pena. alternativa de multa 
contenida en la iniciativa original. A nuestro juicio, es más 
correcto fijar simplemente una pena privativa de la libertad 
y no esta alternativa, como habíamos expresado en nuestro 
informe anterior. ; 


Debemos manifestar, por otra parte, nuestro especial 
agrado y enorme reconocimiento por la labor del Parlamento 
con respecto a la incorporación que se realiza en el artículo 
9" a modificaciones del artículo 272 del Código Penal. El 
Instituto considera que la reforma es muy positiva en tanto 
recogió observaciones planteadas por la Asociación de 
Magistrados, estableciendo que: la. presunción no sería 
absoluta de ejercicio de la violencia sobre la víctima sino 
una presunción relativa. Ahora admite la prueba en contrario, 
con lo cual estamos de acuerdo. Sin embargo, sequinmos 
pensando en que habría sido mejor abatir la edad de la 
intangibilidad sexual de los niños en todos los casos a los 
doce años, para establecer que se presumiría absolutamente 
la violencia --como siempre se entendió-- cuando Ja víctima 
estuviera por debajo de este tope. Esto sería mucho más 
simple, radical y claro. Una niña de más de doce, trece o 
catorce años que fuera consenciente, no sería objeto de 
violación. Seguimos manteniendo la idea de que sería intere- 
sante que en este tipo de delitos se abatiera el mínimo de 
prisión en todos los casos a por lo menos veinte meses. No 
hablaros de la violación sino de aquella que tiene violencia 
presunta. Pensamos así porque creeños que se deba dar al juez. 
la posibilidad de discriminar, por ejemplo, entre un carcele- . 
ro que abuse de una mujer que haya sido retirada de un local 
bailable y que la presione con la amenaza de encarcelarla 
--lo cual nos parece algo horrible y my grave-- logre el 
. acceso carnal con ella, y un funcionario policial que puede 
ljegar a recibir la misma propuesta de parte de una prostitu- 
ta cuando ésta busca ser liberada a efectos de no perder su 
noche de trabajo. Nos parece que en. este segundo caso, sin 


perjuicio de las sanciones administrativas --el delito 
_roviste indudabje gravedad porque sigue configurando viola- 
ción-- establecer pena de penitenciaría impide ajustar las . 
“diferencias entre uno .y otro. Sabemos que existe toda una , 
problemática moderna en cuanto a que este artículo está 
prohibiendo- el acceso carnal a las personas incapacitadas: 

Al respecto, la sicología moderna señala que los individuos, 9 
por ejemplo, que padecen el síndrome de "down" --nás conocido 

por nongolismo-- tienen desarrollado un instinto sexual muy 
importante. La vida les-va-3 proporcionar muy pocas oportuni- 
dades de satisfacción. Un padra que contrata a una pr —_—_——— 
para que su hijo de, por ejemplo, dieciocho o diecinueve años 
pueda tener una descarga sexual, estaría colaborando en la 
violación de su hijo ejecutada por la profesional. Nos parece 

un poco exagerado castigar la conducta con pena de peniten- 
ciaría, pero aclaramos gue nc estamos postulando la elimina- 
ción de. la pena, sino tratando' de establecer un límite 
minimo. Si nos dieran la posibilidad de que el mínimo fuera 

de prisión, estos casos sequirían siendo delictivos, pero se 
tratarían en forma diferencial lam violaciones "ope legis* 
que irían quedando. > 


Dicho esto, reiteramos el apoyo a lo que se ha realizado 
porque entendemos que nos ayuda en el punto más grave 
relativo a las menores de edad consencientes. Asimismo; 
creeñoz que es muy bueno que se diga que no hay presunciones 
absolutas en el Derecho Penal y que, por lo menos en este - . ” 
caso, la presunción es relativa. Lo dice la ley y en necesa- 
rio que así sea. 


También habría que efectuar el corrimiento de la edad 
de quince a doce años en lo que respecta al delíto de 
corrúpción, tal como se establece en el artículo 10 del 
proyecto de ley, que corresponde al artícuio 274 del Código 
Penal. Sin embargo, esto tendría sentido cabal si se abatiera 
la edad que dispone el artículo 272 de dicho Código, como 
proponemos nosotros. Es decir gue no se debería modificar el 
artículo 274 si se mantiene la edad de la intangibilidad 
sexual en los quince años. 

Si me permiten los señores Senadores, quiero señalar 
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que en el Instituto Uruguayo de Derecho Penal se manifestó 
que ppdría aprovecharse la ocasión --pese a que es un 
proyecto de ley de seguridad pública que no trata de hacer 
la reforma del Códigá y, menos aún, de los delitos sexuales-- 
para derogar esta pieza de museo, es decir, el artículo 275 
del Codigo Penal que establece el delito de estupro. Este no 
tiene existencia práctica, ya que no hay nadie procesado ni 
condenado por estupro, que en el Uruguay viene a ser el 
fraude sexual, o sea, Jograr el acceso carnal a una mujer de 
determinada edad nediante la proresa de matrimonio. Reitero 
que la legislación ganaría sí se derogara el artículo 275, 

.tal como se está haciendo con el delito de Romiciiita honoris 


causa y diqunes-obras figuran... a : s 


Fn el Instituto Uruguayo de Derecho . Penal también 
compartimos plenamente el artículo 11 dei proyecto de ley que 
determina una pena para el delito' de amenaza establecido en 
el artículo 290 del Código Penal.” “Asimismo, vemos que se 
eliminó, con acierto, el agravante especial que se había 
previsto, en caso de que la víctima fuera policía. Está muy 
bien que la amenaza tenga una pena de mutta en Unidades 
Reajustables, tal como se proyectó. 


Además, quiero decir que apoyamos plenamente el artículo 
12 del proyecto de ley que modifica el numeral 1) ¿el 
artículo 311 del cCódiga Penal, en cuanto será homicidio 
especialmente calificado en el caso de las concubinas, por 
ser ascendientes o descendientes naturales ó legítimas, 
aunque no sean reconocidas Oo declaradas como tales. Agrega. 
a la lista --con mucho. acierto-- al hermano natural y a los 
concubinos "more uxoríio". O sea que se amplía el agravante 
a casos que todos queríamos que fueran contemplados. Sin 
enbargo, nos parece --se trata de una propuesta muy concreta - 
que hace el Instituto Uruguayo de Derecho Pena]-- que podría 
darse un paso más lógico y complementario, si se modificarm 
en iqual forma el artículo 26 del Código Penal sobra legítima ' 
defensa, que excluye a estos parientes de la justificante. 
El artículo 26 propuesto --que haría una correspondencia 
perfecta con la modificación proyectada en el artículo 311 
- de-1es-honicidios-especialsente agravados=- alríalo siguien” 


te: "Ej tercer requisito no es necesario tratándose de la 
defensa de Jos parientes consanguíneos en toda la linea recta 


y en la colateral hasta el segundo grado, inclusive, del 


cónyuge, del concubino o concubina "more uxorio", de los 
padres o hijos naturales o adoptivos, siempre que el defensor 
no haya tomado parte en la provocación", y ahí termina la 
cita. Si matar a estas personas --como se incorporó en el 


proyecto de ley” cuando se trató en la Cámara de Representan- * 
tes-- agrava el delito de homicidio a límites muy significa- - 


tivos de 12 a 24 años de penitenciaría, defender a estas 
personas, cuya muerte da un homicidio agravado, debería 
excusar O justificar la conducta del que de 

que lo que es una razón para la agravante es la misma para 
la justiticante. 


Asimismo, apdyamos el artículo 13 del proyecto de ley 
que modifica el artículo 320 del Código Penal, 'en cuanto 
agrava el delito de lesiones, la calidad de funcionario 
policial,. con las especificaciones ya hechas.- Sin exmbargo, 


no comprendemos la razón por la que se excluyó a otros. 


funcionarios, tal como se hizo en el artículo 6* del proyecto 


de ley, respecto al Li de - SOborno que. acabamos de. 


msencionar. 


Estamos de acuerdo con el artículo 14 de la norma, sobre 
persiguibilidad de oficio de las lesiones con abuso de 


relaciones domésticas y la cohabitación, prevista en PU : h 


_ texto del artículo 322 del código Penal. 
Somos contestes con el artículo 16 de la iniciativa, que 


Áia 


modifica el artículo 242 bis sobre Cédula de Identidad y - 


Pasaporte, que establece seis meses de prisión a cuatro años 
de penitenciaría. Nos reconforta, verdaderamente, que se 
escuchara al Instituto Uruguayo de Derecho Penal en cuanto 
a abatir la pena y considerar un mínimo de prisión, pues nos 
parecía desmesurado un aínimo de penitenciaría en todos los 
casos, así como también al no cambiar la.naturaleza jurídica 
de certificados de este tipo de docurentos y mantenerlos en 
donde están, sin prejuicio de darles una protección especial, 
tal -como-pedía—la Dirección Nacional de Serwicia Civil. 


Igualmente, nos pernitimos señalar. que esto sería 
pertectible. Creemos que deben ser diferentes las responsabi- 
lidades de los funcionarios públicos y de los particulares. 
A este respecto, es más grave la responsabilidad de los 
funcionarios públicos que falsifiguen Pasaportes o Cédulas 
de Identidad y menos yrave la de los particulares. Por esa 
razón, esta norma podría dividirse en dos incisos. En *se 
sentido, proponemos la siguiente redacción: "Artículo 242 
bis.- (Falsificación de Céduia de Identidad y de Pasaportes) 

úblico que, en ejercicio de sus funciones, 
.expidiere una Cédula de Iden ] 
alterare uno verdadero de una u otra clase, será castigado 
con seis meses de prisión a cuatro años de penitenciaria." 
Por su parte, el inciso segundo, diría: "El que, fuera del 
caso del inciso anterior, hiciere una Cédula de Identidad o 
un Pasaporte falso o alterare uno u otro , cuando éstos fueren 
verdaderos, será castigado con una pena de tren meses de 
prisión a tres años de penitenciaría". Como se advierte, en 
el caso de los funcionarios públicos, se admite la totalidad 
“de la pena y se abate en el caso de los particulares pero, 
“de cualquier manera, es más grave que la establecida por el 


artículo 242 para la falsificación de certificados. Reitero - 


que se agrava la pena en todos los casos, tanto de particula- 
res coro de funcionarios, cuando se trate de falsificación 
de Cédulas de Identidad o Pasaportes, pero se hace la 
di ferenciación --que nos parece nás correcta-- antes mencio- 
nada. 


El artículo 17 del proyecto PP .. un agravante 
especial del homicidio simple en el artícuio 310 y el Código 
Penal .proyectado, en cuanto tuviere la víctima la calidad de 


funcionario policial. Esto no nos merece observaciones - 


" sustanciales. El Instituto Uruguayo de Derecho Penal mani- 
fiesta un consenso histórico entre sus profesores, quienes 
están absolutamente de acuerdo con lo que estoy diciendo en 


su representación. Pese a que algunos planteaban ciertas. 


dificultades, dicho Instituto no presenta observaciones a = 
se establezca como agravante del artículo 310, As 


víctima tuviese-la calidad de funcionario policial. Al Igual 


VID. 
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que en el caso anterior, vemos que no alcanza a otros 
funcionarios públicos encargados de hacer cumplir la ley,: 
como se ha establecidb con acierto en el caso del delito. 
de snborno. Pensamos que, en este caso, se podría repetir la 
misma situacióÁ, lo que agravaría la conducta para funciona- 
rios municipales, militares, policiales, de prefectura y de 
la Aduana. a 
Apoyamos el artículo 21 del proyecto de lay que estable- 
ce, en definitiva, el delito autónomo de receptación del 
artículo 350 bis del Código Penal. En ese. sentido, el 
Instituto Uruguayo de Derecho Penal tuvo una evolución y, al 
respecto, debo hacer——rTeferencia—-al— mido.  - 
Finalmente, aceptamos Ja teoría que se ha postulado,. en 
primera instancia, por el Poder Ejecutivo y, posteriormente, 
por la Cámara de Representantes respecto a separar el delito 
de encubrimiento en dos figuras. Pese a que, en algún. 
momento, ,se nos hayan planteado dudas, en esta oportunidad ” 
las dejaríamos. en suspenso en la forma que expreso en este 
romento. De todas maneras, reiteramos el informe anterior 
pero, en definitiva, aceptamos este desglose de: la recepta- 
ción del viejo delito de encubrimiento. Sin embargo, creemos 
que en este punto era mejor el proyecto original del Poder 
Ejecutivo, particularmeñte en el agravante establecido en el 
literal b). El concepto de habitualidad utilizado por el 
Poder Ejecutivo, nos parece harto mejor que el giro que se 
le dio en la Cámara de Representantes. Precisamente, no 
conocernos su origen, en cuanto al que hubiere hecho de la . 
receptación su modo de vida usual, por lo que, reitero, 
postulamos que se vuelva a la redacción original que agrava 
dicho delito, : pues el concepto de habítualidad es más 
genérico y utilizado en materia de proxenetismo y tiene 
" antecedentes en el Derecho comparado. Este "modo de vida . ' 
usual” que se introdujo en la Cámara de Representantes podrá 
queres decir lo mismo, pero no es tan preciso como el giro 
anterior. : 


Estamos de acuerdo con el artículo 22 del proyecto, en 
cuanto modifica el artículo 350 bis del Código Penal sobre 
el delito. Lo aceptamos, pero sugerimos que se elimine la 
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expresión "durante su desarrollo, al ingresar o retirarse del 
mismo". Entendemos que esta especificación es absolutamente 
superflua, yá que indica que se penará el daño provocado con 
motivo o en ocasión de la realización de un espectáculo 
público. Por lo tanto, no es necesario establecer que se 
aplicará durante su desarrollo, al ingresar o al retirarse 
del mismo. Reitero que estimamos que la expresión mencionada 
anteriormente es IS Ñ 

Tampoco nos nerece observaciones el artículo 23 del 
proyecto de ley, que deroga dos delitos: el infanticidio 
" honoris causa del artículo 313 y. el abandono del recién 
acuerdo en que la vida debe prevalecer sobre el bien jurídico 
del honor. Sin embargo, debemos manifestar que algunos 
miembros del Instituto Uruguayo de Derecho Penal sugirieron 
que también debería derogarse él artículo. 36 del Código 
Penal, que establece la pasión provocada por el adulterio. 
Concretamente, este es un caso de perdón judicial para el 
homicidio o para las lesiones causadas por el adulterio, que . 
es una antigualla del Código Penal y que no tiene razón de 
ser en un sistema legal moderno. 


Por su parte, otros miembros del Instituto manifestaron 
que la derogación del infanticidio honoris causa --que en 
muchos casos es producto de la miseria y se ha definido como 
un aborto tardío--, tal vez debe. .a postergarse para el 
morento en el que se legislara nuevamente sobre la interrup- 
ción voluntaria de la gravidez. 


El artículo 28 del proyecto de 1ey --relativo a las 
modificaciones de la Ley Orgánica Policial y, particularmen- . 
te, al uso de armas por parte de los funcionarios policiales- 
ha sido ampliamente defendido por los integrantes del 
Instituto Uruguayo de Derecho Penal. Personalmente, expresa- 
mos nuestro apoyo. caluroso a estas ratificaciones. Vemos con 
gran beneplácito que se ha modificado el régimen de salidas 
transitorias- de los reclusos cambiándose, en esa punto, la 
Ley Penitenciaria N" 14.470. Esto figura en los artículos 29, 
30 y 31 del proyecto de ley. Concretamente, allí se jurisdi- 


> 


cionalizan las salidas y, de esa manera, se pone fin a una 
situación que se había vuelto insoportable y habia dado lugar 
a comentarios sobre'un enorme aumento de la corrupción. Por 
nuestra parte, estanos plenanente de acuerdo con esto. 


. Como se podrá observar, el Instituto Uruguayo de Derecho 
Penal, luego del estudio realizado, ha destacado estos 16 
puntos que cuentan con nuestro apoyo razonado. A nuestro 
juicio, aún se podría mejorar más este ida tan positivo 
del proyecto de ley. 


«Con Fenpecto al Capítulo de Observaciones y Críticas, 
-- cabe destacar qué todos los puntos no tienen la misma 


a Así surgirá del desarrol lo de huestras precisio= pas 


nes. , 

Fn el artículo 3” del proyecto de ley se mantiene el 
aumento de la pena que ser prevé para ciertos delitos tentados 
en caso de homicidio y otros delitos graves, El Instituto 
Uruguayo de Derecho Penal no ha logrado un acuerdo esencial 
al respecto. Pensamos que tal vez hubiera sido mejor aumentar 
la pena para todos los delitos, por ejemplo, hasta los dos 
tercios, en los casos de delitos tentados. Si bien mantenemos 
una posición crítica en este sentido, no nos parece que esto 
sea una cuestión fundamental. Concretamente, proponemos que 
para los casos de tentativa de homicidio y de otros delitos 
graves, el juez pueda liegar hasta los dos tercios de la 
pena. La observación fundamental viene a raíz de que el 
Instituto piensa que el Código, de acuerdo con la estructura. 
del articulo 5, procura promover el desistimiento de las 
personas pará cometer delitos. Si acercamos mucho la pena de 
la tentativa a la del delito consumado, podemos tener casos ... 
de delincuentes que, ante la posibilidad de que la pena sea 
prácticamente igual, no tengan interés en cesar sus activida- 
des delictivas. Mantener una pena diferencial baja importante 
para la tentativa tiene ese efecto práctico, ya que a la 
víctima le interesa que, luego de haber atentado contra su 
vida, el. iaa se peda PROS y no termine dándole 
muerte. 


. 
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El artículo 4” del proyecto de ley modifica bastante el 
150 dél Código Penal, que establece la asociación para. 
delinquir. La. sorpresa más grande aparece en el inciso 
primero del proyecto elevado por la Cámara de Representantes, 
al decir que abarca a aquellos que se asociaren para cometer 
uno o varios delitos. En este caso, reitero, hay un cambio 
muy importante en lá economía del Código Penal. Se trata de 


una enorme transformación que modifica una larga tradición. . 
Asimismo, va a cambiar el artículo 7” del mencionado Código, * 


donde se declara que la conspiración no se castiga mediante 
reglas sino a texto expreso. Si dejamos tal cowo figura la 
modificación del artículo 150, en todos los casos, la 
<conspiración criminal va a ser penada en Uruguay, incluso, 
aunque no haya habido actos preparatorios. Es una. reforma 
demasiado radical y comporta la derogación, lisa y llana, del 
articulo 7* del Código Penal... 


* 

En este punto, el Instituto está dividido. Hay quienes 
entienden que la conspiración criminal no debe ser castigada 
nunca, en tanto otros --entre los que se cuenta quien habla-- 
entienden gue el Legislador, en ciertos casos, tal coxo se 
establece en el artículo 7* y por la gravedad del bien 
jurídico tutelado, puede”"castigar la conspiración criminal. 
No nos parece que un aspecto tan importante pueda aparecer 
de un modo un tanto clandestino, modificando el articulo 150. 
Queremos advertir al Parlamento que lo que se deses hacer con 
la conspiración criminal merece una discusión sustantiva; se 
trata de etapas del inter criminis, anteríores al comienzo 
de ejecución, o sea, a: la tentativa. Cabe señalar que las 
conspiraciones precedidas por actos preparatorios, son. 
aquellos delitos mayúsculos en los que, por la gravedad del 
atentado, el Legislador incide castigando formas de delitos 
en las cuales no se manifiesta con toda claridad el principio 


de la exterioridad de la acción. Se debs castigar por hechos . 


realmente cometidos y trasuntados en el mundo fenomenológico' 

- con un resultado criminal. Siguiendo las viejas enseñanzas 
de Ulpiano, la ideología liberal mantenía el principio de no 
castigar el pensamiento, .O sea, formas muy alejadas de 
difícil probanza. . ; , 


ES 
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Entonces, si el Legislador quiere sancionar, en primer 
lugar, debe discutir el tema y ser consciente de que al 
modificar el inciso primero del artículo 150 del Código 
Penal, se está introduciendo un cambio muy grande porque, 
reitero, se va a castigar la conspiración en todos los casos. 
Entonces, el artículo 7” del Código Penal quedaría derogado. ? 

En segundo término, si el Legislador desea sancionar la 
conspiración criminal, nos parece que debería decirlo 
claramente y procesar la reforma respectiva del ertículo 7*. . . 
det Código Penal. Naturalmente, el Instituto no lo adamítiría z 
con. esta amplitud, -o sea, siempre y en todos los casos. 
Algunos no lo harían nunca y otros, coro quien habla, podrían 
admitir que se castigara la conspiración y, naturalmente, la 

s TC asociación para cometer cie 
los que en esta Jey se están indicando con carácter grave:. 
homicidio; iesiones graves o gravísimas, extorsión, rapiña, - 
privación de libertad y secuestro. Serían muy pocos puntos 
más los que contarían con el aval del Instituto. Aclaro que, 
simplemente, ne han encomendado plantear estas ERENAc cen 
a fin de que se - discutan en su nmosento, 


o De cualquier manera, se plantearía una reforma al inciso 
primero del artículo 150, que diría lo siquiente: "Asociación . 
para delinquir. : 


Los que se. asociaren para cometer un delito castigado 
por máximo de penitenciaría o un delito de homicidio o para 
coneter delitos, serán castigados por el simple hecho de la 


asociación, con seis meses de prisión a cinco años de. 4 
Pan ilencimciaa” Ea 
Como se podrá observar, esta redacción sustituta supone ,. 


toda la discusión que acabamos de realizar. 


- Por otra parte, cabe señalar que se mantiene la observa- 
ción al artículo 7* del proyecto de ley, que establece como 
agravante del atentado y desacato la condición de funcionario 
policial. El doctor Gonzalo Fernández, nuestro compañero de 

: Cátedra, que expresamente manifestó que estaba de acuerdo con 
todo lo que se iba a decir en esta Comisión por parte del 
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Director del Instituto, fundamentó en la Cámara de Represen- . 
tantes Jas razones que tenía para esta oposición. En este lS 
punto "nosotros, que teníamos una posición con matices, nos 
plegamos a la opinión del doctor Gonzalo Fernández, en el 
entendiddó de que es mejor que no se establezca como agravante A 

s% el atentado y desacato cuando.la víctima sea un funcionario 
policial. Todos los días, estos funcionarios ejercen el poder 
selectivo que de'hecho «tienen todos los operadores del 

. sistema y no tratan de llevar detenidos contra viento y marea 
a quienes los insultan en ja calle, en los casos de desacato 

4 por ofensas, y ni siquiera en los verdaderos delitos de 

atentado. Es difícil que ante un bofetón, un enpujón o un 


esor ante los estrados. ' No : 
venos ninguna razón para incluir esta norma, ya qx 


se trata de un reclamo de la Policía, que perdona tantos 
delitos de desacato y atentado. Creenos que no se va a sentir 
más protegida por el hecho de que en estos delitos aparezca 
esta circunstancia como un agravante especial. En todo caso, 
como ya dijimos, tampoco queda claro por qué se excluiría. de 

. esta agravante a otros funcionarios que también tienen un 
contacto directo con la gente --como, por ejemplo, los 
funcionarios municipales o aduaneros-- y que, como consecuen- 
cia, pueden tener ese tipo de roces. Por todo esto, el 
Instituto no está de acuerdo con la inclusión de esta norma; - 
naturalmente, takpdco se trata de una cuestión que tenga 
especial gravedad, sino que, a fuer de sinceros, debemos 
decir que son aspectos menores. de. nuestras críticas. 


>» . El artículo 15 del proyecto, sobre porte y tonanta de 
, armas, establece un agregado al artículo bis del Código 
Penal. Se nota lo que nosotros llama un apreciable 

$ reduccionismo sobre el proyecto original del Poder Ejecutivo, 


que en verdad nos parecía absolutamente inconveniente,” por 
toda la regulación que establecía sobre las armas. Así 
reducido, es mucho mejor que la norma original; sin embargo,' 

nos vamos a permitir también formular algunas observaciones. . 
En priner lugar, creemos que debería eliminarse por innecasa- 

ria la frase final que dices: *pena por la cual optará el juez 
según las circunstancias del caso". Si la pena es eptativa 
entre prisión y wulta, obviamente, siempre será uná opción 
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del juez, por lo que es innecesario y de mala técnica 
legislativa establecerlo así. Además, el articulo dice: 
"ármas cuyo signos de identificación hubieren sido alterados 
o suprimidos, o cuyas características o munición hubieren 
sido alteradas”. Creemos .que debería decirse "armas de 
fuego", 'Tanbién podría agregarse un párrafo que podría 
considerarse que es supernumerario, pero en este caso no se 
sabria si-son instrumentos del delito. No habría ningún 
incohveniente en agregar este inciso: "En todos los casos las 
armas serán decomisadas”. 

Fi artículo 18 del proyecto establece el delito de 
violencia doméstica, y para ello crea un artículo 321 bis en 
el Código Fenal. La idea es buena, pero realnente la disposi- 


ción ha quedado con una redacción de muy difícil interpreta- 
cion. Este artículo 18 se basa en una idea sustantiva que,. 
repito, compartimos. Nosotros “-particularmente, él que 
habla-- hemos tenido un papel, quiero creer que muy destaca-. 
do, en la lucha contra lo que llamamos "torturadores domésti- 
cos" y el abuso en el seno del hogar. Pero el artículo así 
definido es absolutamente impreciso, vago y verdaderamente 
inasible, ¿Qué querrá decir la expresión "prolongadas en el 
tiempo"? ¿Cuándo serán prolongadas en el tiempo estas 
violencias o amenazas? No se toma en cuenta lo esencial de 
la violencia doméstica, que no es tanto el vínculo parente- 
ral, sino fundamentalmente el hecho de la cohabitación. -Se 
trata de violencia qúe se realiza en el seno del hogar, entre 
gente que vive junta, lo que dificulta enormemente la prueba. 

A esto se agregá la insidia de que en general la víctima es 
un dependiente y aiguien que puede ser abusado .por su 
condición de particular vulnerabilidad. Proponemos un texto 
nuevo, sústitutivo de éste 'que nos parece inconveniente, pero 
en una forma diferente: como) articulo 320 ter, en lugar de 
321 bis. La razón de ello es que aparece como una circunstan- 
cia agravante de ciertos delitos. Concretamente, el texto 
diría lo siguiente: "Artículo 320 ter. Violencia doméstica. 
Cuando el delito se cometiera con abuso de las relaciones 
domésticas o de la cohabitación o con violación de los 
deberes inherentes al estado, cargo, oticio' o profesión y la 
víctima fuera una mujer, un menor de úlecindin años o una * 
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persona que, por su edad u otras circunstancias, tuviere su 
capacidad fisica o psiquica disminuida, la pena será incre- 
mentada de la tercera parte a la mitad”. Como los señores 
Senadores pueden apreciar, la primera parte del artículo que 
proyecta el Instituto Uruguayo de Derecho Penal, la violencia 
donéstica aparece como una agravante de los delitos de 
lesiones. La primera parte se encuentra en el: inciso i4 del 
articulo 47 del Código Penal, en el cual ya aparece como 
agravante genérica de los delitos. La idea que se establece 
en este artículo, que dice: “Cuando el delito se cometiere 
con abuso de las relaciones domésticas, de la cohabitación" 
ya está prevista en el Código Penal, eñ el nuneral 14 del 
artículo 47. Pero a esta agravante genérica le hacemos una 
especifica y le agregamos la conjunción copulativa "y" cuando 
la victima fuera la mujer, un menor de-diecisóéis años o una 
persona que por su edad u otras circunstancias no pudiera 
defenderse como acabamos de decir. Nos parece que este es, 
verdaderanente, el délito de tortura doméstica o abuso 
doméstico, y funciona mucho mejor como agravante de las 
lesiones que como delito autónomo. 


El artículo 19 del proyecto establece el artículo 323 
bis del Código Penal, respecto a las riñas en ocasión de 
espectáculos públicos o competencias deportivas. Este 
articulo. proyectado es tremendamente abigarrado y tiene un 
inciso completamente inadmisible, que se refiere a las penas 
máximas, que se incrementarán en un tercío. Esta norma es tan 
difícil de interpretar que también el Instituto Uruguayo de 
Derecho Penal se permite:«establecer una redacción sustituti-= 
va. que nos parece que sería mucho mejor. En los hechos, 
gupone una reforma del artículo del Código Penal que se 
refiere al delito de riña, y no crea elemento: nuevos, sino 
que establece la riña de la siguiente forma, La disposición 
dice: "Ríña.- El que participare én una riña será castigado . 
con multa de 20 a 600 UR o prisión equivalente”. Este inciao 
primero es igual al actual, ya que se establece para este 
caso una pena de muita. El inciso segundo diría: “Cuando la 
riña se degarroilara con motivo o en ocasión de una competen- 
cia deportiva u otro espectáculo público, los partícipes en * 
ella serán castigados con una pena de tres a veinticuatro 
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meses de prisión" --esto es lo que establece el artículo que 

se nos propone-- *y el que en esas circunstancias portare' 
qrmas o las hubiere introducido en el recinto en que se 
desarrolle la competencia deportiva o espectáculo público, 

será castigadó con la misma pena aumentada hasta la mitad”. 

En todos Jos casos se procederá al decomiso de las armas ” 
incautadas --continuo con la cita-- y si de la riña resultara E 
muerte o lesión, la pena se incrementará en un tercio; : 
siempre que el resultado fuere previsible para el partícipe. á 
De esta forma, entonces, tendríamos tipificado el delito de 

riña, considerando la situación en los espectáculos deporti- 

vos. En el caso de una riña cualquiera hay una pena de multa; 

__la riña en espectáculos deportivos tendrá pena de prisión que ii 
tal como se proyecta puede ir de tres a veinticuatro-r08688-———__ 
y, además, cuando en esa riña que se suscita en un espectácu- 
lo deportivo hay porte de armas, la pena se incrementa, 
Asimismo, si sobreviene una muerte o lesión la pena se vuelve 
a incrimentar. Pensamos que esto contempia muy bien la idea 
que han tenido el Poder Ejecutivo y el Parlamento en el 
sentido de proteger los espectáculos deportivos con una * 
normativa especial y puede constituir un aporte. que sometemos 
a consideración de los señores Senadores. 


Sí, desearíamos eliminar totalmente el inciso final 
porque, proyectar agravantes sobre las penas máximas a las 
lesiones y al homicidio, plantea situaciones auy complejas 
y no es fácil entender cómo podría funcionar. En todo caso,' 
actuarían como agravantes de los delitos de homicidio y de 
lesiones por lo que habría que redactar, en una forma más 4 
admisible y técnica esta parte final de la disposición. : 


En definitiva, sometemos el proyecto que acabamos de , 
leer como texto sustitutivo que pensamos contempla y no 
modifica, en modo alguno, la idea --que además se comparte-- 
de proteger o este cd de espectáculos con 
Panas más severas. E 2 


En cuanto al artículo 20 del proyecto de ley que propone 
incorporar al Código Penal la disposición 344 bis sobre el 
delito de copamiento, el instituto Uruguayo de Derecho Penal 


A 
mantiene con toda firmeza su oposición a esta disposición que 
como ya hemos dicho en otra oportunidad, consideramos 
absolutamente innecesaria. Además,'a nuestro criterio esto 
va a complicar en un grado que aún no.se puede aquilatar en 
blenitud, el Sistema de concurso de los delitos. 


Por, otro dado, deseamos hacer realmente hincapié en la :b 
forma en que se está modificando aquí la famosa dosinetría 
del Código Penal. En realidad, el Instituto Uruguayo de 
Derecho Penal y los, profesores de la Pacultad, siempre . 
señalaron la pena gravísima que tiene el delito. de rapiña, 
hecho que los delincuentes conocen muy bien, En. oportunidad 
a la Comisión correspondiente de la 
Cámara de Representantes, ci 
--quizá pueda resultar gracioso pero lo hago a efectos 
distender-- que con el fin de sustraerle la billetera, le 
pone al individuo un cuchillo en-la garganta. Luego, cuando . '. 
el juez juzga la situación, le comunica que lo va a procesar 
por el delito de rapiña. Frente a esto, el delíncuente se 
desespera, sosteniendo que no lo había amenazado ,sino que 
simplemente le había puesto el cuchillo en la garganta. El 
juez insiste en que eso constituye una amenaza, una rapiña, 
a lo que el detenido responde que de haberlo sabido no lo 
hubiera hecho,“porque por ese delito se imputan "años como - 
yuyos". El delito de rapiña simple en el Uruguay, actualmente 
y sin modificación tiene una pena absolutamente desproporcio- 
nada que siempre hemos criticado, aspirando a que se abatie- 
ra. Concretamente, tiene una pena de cuatro a dieciséis años 
y, cuando concurre alguna de las circunstancias previstas en 
el artículo 341, la pena mínima asciende a cinco años y 
cuatro meses. Esta es la realidad y sobre esto se pretende 
crear la fígura del copamíento como un superdelito uruguayo 
. desconocido en la normativa comparada, con una pena de ocho 
a veinticuatro años. Si los señores Senadores o. aii voy 
a hacer la siguiente comparación. 


Actualmente, se establece una pena de ocho a veinticua- 
tro años por violencia o amenazas para apoderarse de la 
propiedad de la gente. El artículo 133 del Código Penal 
estabíece los delitos <ontra za soberanía del Estado, por 


ejemplo, el delito de comercio o suministro al enemigo de la* 


Patria. Este delito que es gravísimo --felizmente de escasa 
o nula aplicación-- porque se comete contra el país y 
sigrítica traición, se castiga de seis a veinte años y és 
menor en el minimo y en el máximo que el compamiento. 
Asimismo, el articulo 13i8*que refiere al atentado contra la 
vida de un Jefe de Estado extranjero, establece la pena de 
Cuatro a diez años de penitenciaría y el 140, que prevé: al 
atentado contra la vida del Presidente de la República “-si 
no ocurre la muerte-- tiene la misma pena. Recalco que se 
trata de atentados, ya sea contra un Presidente extranjero 
Í - i na 
de cuatro a diez años de penitenciaría. 


Por otro lado, el artículo 141 refiere a todas las 
formas del delito de rebelión, los que serán castigados con 
una pena de seis a doce años de penitenciaria. A su vez, el 


artículo 272 --inclusive con la modificación que se establece 


en la Cánara de Representantes y que aceptamos-- refiere a 
la violación y establece un castigo que va de dos a doce 
años, con un resultado' absurdo. Por ejemplo, si una banda 
copa el domicilio de una persona para violar a sus hijas va 
a perpetrar un delito castigado .con hasta doce años. Sin 
embargo, si ingresa al domicilio para llevarse un radiograba- 
. dor, va a cometer un delito castigado con hasta veinticuatro 
años. Esto es inadmisible porque la dosimetría del Código 
Penal queda rota de tal manera que el Instituto Uruguayo de 


Derecho Penal, comprendiendo las razones públicas de alarma - 


y de angustia de la comunidad, entiende que este delito es 


innecesario, porque esta conducta está tipificada; tenemos - 


Una pena para ella y tal como lo vimos, es gravísima. No se 
puede hacer esta supepra de la dosimetría sin que nosotros 
PEOLENCAROE: z 


Si nos remitimos al artículo 310 del código Penal nos 
encontramos conh el homicidio simple que tiene una pena de - 
veinte meses de prisión a doce años de penitenciafía. En 
definitiva, en el máximo el delito de copaniento proyectado 
iguala al delito de homicidio especialmente calificado. Se 
e en el máximo con la misma pena el entrar a la casa 


e 


e 


: E 
de una persona para ¡fevarse dinero que dar muerte a su 
madre. Esto cs inadmisible. 

£n tas leyes especiales, el delito más grave de la Ley 
de Estupefacientes --que es la organización del tráfico 
internacional de drogas-- se castiga por “el artículo 32 del 
decreto-ley Nr 14.294 con una pena de seis a dieciocho años. 
Entónces, si se quiere crear el delito de copaniento, éste 
no puede tener, de ninguna manera, una pena de ocho a 
veinticuatro anos. Fsta es, probablenente,: la observación más 
importante que desde el punto de vista de la dogmática penal, 


os de Derecho Penal y los profesores 
de la Facultad de Derecho de la Univer 


por lo cual piden encarecidamente que este articulo no se 
apruebe. . z é 
Más adelante tenemos ei artículo 24 del proyecto que 
modifica el delito de proxenetismo. Concretamente, se 
modifica la Ley No. 8080 de 27 de mayo de 1927. Nosotros 
pensamos que. de esta forma se pierde la oportunidad de 
realizar una reforma a fondo de la situación del proxenetis- 
mo, a efectos de que: se contemple la situación real de la 
prostitución en el mundo moderno. Por ejemplo, las listas de 
oro de los hoteles de cinco estrellas, las casas de masajes * 
que pululan por nuestra ciudad y por todo el mundo, nos-están 
alejando de la imagen de 1927 dei macró que va a esperar a 
la pobre, humilde e inexperta campesina a la Estación Central 
General Artigas para enredarla en sus amores y en una noche 
entregarla a una banda de fascinerosos que priwero la violan 
y, luego la hacen changar en beneficio de esta lacra social. 
En consecuencia, nos parece que mantener la expresión referida > 
al consentimiento de la víctima, de mujeres adultas, en el 
delito de proxenetismo en 1995, cuando nos estamos acercando 
al tercer milenio, no tiene justificación.  'A este respecto, 
el] artículo lo. de la Ley No. 8080 establece. que: "Toda 
Z persona de uno u.otro sexo que explote la prostitución de 
otra contribuyendo a ello en cualquier forma con ánimo de 
lucro, aunque haya mediado el consentimiento de la víctima", 
Pensamos que justamente esta última expresión es la que hay 
que eliminar del delito de proxenetismo, porque estaños * 
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frente a un problema de apreciación. En todo caso no debería 
ser delíto de proxenetismo y, por lo menos, no debería 
castigarse con esta pena. Ese es el tipo de reformas sobre 
el proxenetismo que nos parece serían procedentes. . 


La parte final del inciso primero ilustra una situación 
realmente inaceptable que debería ser modificada. Allí se' . . 
dice: "En caso de reincidencia las agravantes se aplicarán 
sobre el máximo de- pena legal.” Creemos que no tiene ningún  - 
sentido aplicar las agravantes sobre el máximo; se podrá . . 
aumentar la pena hasta un tercio o hasta la mitad --de 
“acuerdo con—+es- fórmulas habituales-- pero no estaría bien 
que la reincidencia supusiera agra e su 
« máximo. Fs una forma novedosa de agravar los delitos. que no 

nos parece que corresponda. . . 
bo? . ” 

El inciso segundo que se crea, realmente no tiene razón 
de ser. Este expresa: "El que, con ánimo de lucro, indujere 
-O determinare a otro el ejercicio de la prostitución, en el 
país o en el extranjero, eerá castigado con tres a doce neses 
de prisión,” Saberos que aquí se está pensando en el tráfico 
de mujeres. En realidad, la pena es baja, absurda; quiere - 
decir que se consideró que ei dejíto no era grave. Nos parece 
gúe esto se tomó de la inducción o determinación al suicidio, 
pero se induce a cometer una conducta que no es deiictiva, 
ya que prostituirse no es un acto criminal. No puede conside- 
rarse un hecho delictivo inducir a alguien a realizar un acto 
que en sí mismo es lícito, Prostituirse no es delito, por lo 
que inducir a ello -tampoco. lo puede ser. La situación es 
clara: hay.o no proxenetismo, En caso de que lo: haya, la 
conducta es: grave. y está prevista por la ley. 


_  £n el último inciso de este artículo vemos que ase _ * 
w*odifica la edad, que antes estaba establecida en 14 años y 
ahora --no sabemos por.qué-- se llevó a 18, Aquí se expresa: 
“La pena mínima será de cuatro años de penítenciaría si la 
víctima fuera menor de dieciocho años..." A nuestro entender, 
no vemos ninguna razón para modificar este artículo que había - 
funcionado desde 1927, bien o mal, tal como se observa en el 
delito de homicidio que tiene una enorse cifra negra porque 


á 


los operadores del sistema miran para otro lado y porque la 
realidad ha sobrepasado la situación del proxenetismo. En 
suma, pensamos que la normativa correspondiente a este delito 
no debería haber sido tocada. En caso contrario, nos parece 
que la reforma minima esencial debería haber sido eliminar 
la frase "aunque haya mediado el consentimiento de la 
víctima”. También debería decirse a texto expreso que la 
explotación es de carácter excesivo, o sea, definir un poco 
más el término "explotación”. Quiere decir que no coapartimos 
las modificaciohes realizadas a este artículo y, en todo 
caso, prefeririamos que no se hubiese tocado. . 


En cuanto a las modificaciones del Código del Niño, el 

articulo +25" del proyecto esta 

instituto ve como favorable, por cuanto establece un proceso 
y legaliza una acordada y el orden de los juicios debe ser 
determinado por la ley. Por lo tanto, el Instituto Uruguayo 
de Derecho Penal está de acuerdo con que se haya establecido 
un principio de reguiación del proceso de penores. No 
obstante ello, querría hacer algunas observaciones al numeral 
6” de este artículo 25 del proyecto. Nos parece que debería 
fijarse un límite de edad. para que se trate de mayores de 16 . 
años. En la parte final de dicho nuxeral se expresa: "Mien- 
tras dure el procedimiento y atendiendo a las circunstancias 
del caso, los Jueces podrán disponer preventivamente la 
internación de los presuntos infractores” --acá debería 
decirse "mayores de 16 años*-- "en los establecimientos a que - 
se hace referencia en el nuneral 3 de este artículo,” De lo 
contrario, por medidas precautorias se va a poder lievar a 
un establecimiento de altísima seguridad a un menor de 16 
años. Pensamos que esta fue una inadvertencia en el texto, . 
puesto que con todo el debate que se:está gestando con. 
respecto a enviar a menores de 16 a 18 años a establecimien- 
tos de sequridad, no parece correcto que pueda hacerse lo 
mismo con cualquier menor mientras dure el procedimiento, . 
coro medida cautelar. En consecuencia, estimamos que sólo 
faitaría incluir la frase "mayores de 16 años". 


Cabe aclarar que el Instituto Uruguayo de Derecho Penal 
reitera su. posición Crítica al envío de menores a estableci- 
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mientos de alta sequridad, ya que si elf [NAME no va a poder 
cumplir con las tareas de reeducación --que se mencionan en 

el numeral 3--, menos lo va a poder hacer el Ministerio del 
.Interior en los lugares mencionados. Esta es una falta de » 
congruencia interna del sistema. Mientras el INAMEÉ no tenga 
locales adecuados paga reeducar a los menores infractores, 

los enviará a la cárcel, pero ésta tampoco es un lugar 
adecuado para el fin perseguido. 


En consecuencia, reiteramos nuestras críticas y observa- , 
«ciones, pero reconocemos que hubo un importante reduccionismo | 
“det —proyeeto-original, aclarándose las funciones que va a 
realizar el Ministerio del Interior enel perímetro exterior. 
Muchos miembros del Instituto Uruguayo de Derecho Penal creen —————— 
que esta debe ser una situación transitoria y que se va a . 
poner el enfasis en el reforzamiento del INAME para que pueda , 
cumplir con sus funciones esenciales. Para ello, se estable- 
cieron algunos. aspectos indispensables que mejoraron esta 
situación. En nuestro criterio, este problema se plantea por 
eludir el debate; el verdadero eje de la discusión sería el 
abatimiento o no de la edad de la inianputabilidad, y en caso 
afirmativo, en qué condiciones se haría. De esa manera, se 
eliminartan muchos problemas, entre otros, el de los menores 
que van a la cárcel. ; 


En lo que tiene que ver con el sistema de excarcelación 
provisional previsto en los artículos 26 y 27 del proyecto, 
tanbién observanos que ha operado un importante reduccionis- 
no, de jo cual nos congratulamos. Naturalmente, es mejor que 
el proyecto original. En principio, el Instituto Uruguayo de 
Derecho Penal tampoco sería partidario de la modificación del 
régimen de. las ¡excarcelaciones. En un momento en que me 

espera que haya una reforma inminente del Código de Proceso E 
Penal, nos preguntamos si no sería mejor dejar las reformas 
adjetivas para cuando se instrumente la de tipo procesal de 
fondo. Esperamos que el proceso que se adopte para el Uruguay 
sea moderno, que nos libre de la vergienza de la prisión 
preventiva y de los presos sin condena y' que haga que esta 
polémica que hay sobre los aspectos procesales quede superada 
por el simple expediente de adoptar un sistema moderno en el * 


» 
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cual el sistema de ta excarcelación provisional --akgo 
rápido, de cuatro o seis meses-- pierda gran parte de su 
virulencia. 
A "E 

Este sistema es. muy complicado, pero vamos a hacer 
alguña referencia acerca de cómo creemos que podría funcio- 
nar. En principio, proponemos eliminar la parte final del 
inciso segundo del artículo 138 del Código del Proceso Penal, 
que figura en el articulo 26 del proyecto de ley. Concreta- 
mente, habria que suprimir la frase: "incluyendo una evalua- 
ción sobre: la peligrosidad del agente y sobre sus posibilida- 
des de rein 

elementos como para evaluar la peligrosidad de la gente y la 
posibilidad de reinserción que pueda tener el sujeto. Por 
otra parte, tampoco es necesario ponerlo. Entonces, el inciso 
primero del. artícuio quedaría tal como está y el segundo 
diría lo siquiente: "En los cásos de procesamiento” con 
prisión, si el procesado registrara una o más causas crimina- 
les pendientes de sentencia ejecutoriada, el auto que 
concediere la excarcelación deberá ser fundado." Nos parece 
que es suficiente garantía el hecho de que el auto por nedio 
del cual el Juez excarcele a un individuo . procesado con 
prisión, deba ser fundado. Es innecesario agregar que incluye 
una evaluación sobre la peligrosidad del agente y sobre sus 
posibilidades de reinserción, porque el Juez no tiene ningún 
elemento para hacerlo, salvo que utilice una palabrería 
inútil sobre aspectos que no son reales. En. definitiva, 
bastaría con que fuera fundado y.en ese sentido, si puede 
hacerlo en la peligrosidad o en la reinserción, podrá tener 
otros fundamentos de los que se hará responsable --natural- 
mente, en la vía administrativa, frente al control natural 
del órgano jerárquico-- respecto a si son gratuitos, arbitra- 
rios o plasman el deseo- de encubrir el hacer lo que se le 
ocurra. Pero exigir una evaluación fundada sobre algo que el 
Juez no está en condiciones de realizar, nos parece que no 
es conveniente. ; 


El sistema previsto en el artículó 27 es bien conplejo, 
pero estudiado a fondo no nos parece que pueda merecer más 
que las observaciones generales que hicimos al comienzo. En 


> 
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realidad, hay un reduccionismo y una limitación muy grande 
que quisiéramos destacar, por lo menos, para que quedara una 
interpretación --si es que es ésta--, y si no que se modifi- 
cara en otro sentido. > 

El artículo 27 se refiere a la revocación y nodificación 
del beneficio de la libertad provisional, con modificaciones 


* proyectadas al articulo 139 del Código del Proceso Penal. 


Este último dice: "El beneficio de la excarcelación podrá 
revocarse o modificarse, de oficio", "o por otros fundamen- 
Sos graves". Entonces, en primer- lugar, aparece una situación 
revocarlo o no, cuando existan 
an iniacs graves que deberá expresar." TIA 


En el inciso tercero se dice: "Se considerará fundamento 
grave la existencia de un procesamiento anterior por delito 
cometido contra el mismo bien jurídico tutelado en el proceso 
en que se le concedió el beneficio”. Quiere decir que en eate 
caso e] Juez también tiene la facultad de revocar o no, por 
ejemplo, en la segunda causa pero tratándose del mismo bien 
jurídico; esto es un reduccionismo importante. 


El Juez está realmente obligado a reintegrar un r indivi- 


«duo a Ja cárcel en el tercer delito contra el mismo bien 


jurídico y no afectará los beneficios de la misma naturaleza 
que se hubieren concedido en otras causas. Por lo tanto, la. 
parte fínal del artículo se refíere a otros delitos. En esta 
interpretación lo que se ha estabiecido sobre revocación o ' 
modificación de le libertad provisional disminuye en buen 
sentido las críticas que se habían realizado en su momento . 
al proyecto original, lo cual va a permitir probablerente una 
apreciación más ajustada del proyecto. Por otra parte, los 
magistrados de la Suprema Gorte de Justicia deberán hacer una 


.tarea nada fácil, pero suponemos que a través de un sistema 


de informativización, que puede ser costoso, pueda rendir en 
término Jos -informes que va a requerir cada Juez para tener 
conocimiento de las*causas que están en trámite en oros 
Juzgados. - 


En cuanto a tros aspectós menores, quisiera decir que 


” 


- 27 - 


can respecto a la Comisión de reforma penitenciaria que se 
proyecta, el Instituto de Derecho Penal se pregunta por qué 
cuando los integrantes van a ser un ex Juez y un ex Piscal, 
la designación corresponderá al Ministro del Interior. En ese 
sentido, pensamos que perfectauente podría acudirse a la 
Suprema Corte de Justicia y al Ministerio de Educación y 
Cultura para designarlos. : 


manifestar en todos los casos, es el sigu - 
se ha modificado el proyecto originario del pas Ejecutivo - 
en una forma no conveniente en este punto. Dicho proyecto 
comenzaba declarando que se modifican los artículos tales y 
cuales*del Código Penal, los gue quedarán redactados de tal 
torma. En la Cámara de Representantes se utiliza muchísimo 
la expresión: Sustitúyese el artículo equis del Código Penal 
por tal otro, y esto nos puede plantear graves problemas 
respecto de la sucesión de las leyes en el tiempo porque sí 
se sustituye un artículo y se crea otro, se estaría creando 
*ex novo” un nuevo delito. Entonces, ¿qué estaríamos haciendo 
con los delitos anteriores? ¿Han quedado derogados? Entende- 
mos que esto habría que tenerlo en cuenta y poner alguna 
disposición al respecto. Los artículos referidos á este to - 
de sucesión de leyes en el tiempo son el 15 y el 17 del 
Código Penal y la Ley N* 9,435, de 1934. Consideramos que la 
redacción originaria del Poder Ejecutivo es or Y. por lo 
tanto, haceros moción para que se mantenga. 


. " Agradezco a los señores integrantes de la Conisión la 
benevolencia que hah tenido al escuchar al Director del 
Instituto Uruguayo de Derecho Penal, ; 


SEÑOR LAPEMNE.- Simplemente quisiera agradecer en nombre del 
Colegio de Abogados la invitación que nos han hecho. Con esto 
constatamos cómo funciona el sistema democrático porque 
cuando se tratan temas de eata naturaleza y envergadura, se 
pide consulta a los que, en definitiva, estamos actuando en 
cada una de las conversaciones del. Estado de Derecho. Esto 
es una dignificación de la profesión y una garantía al 
sistema democrático y por ejlo, hemos aceptado esta invita- 


- 28 - 


« 


cion con mucho agrado. El azar y la inteligencia profesional 


han hecho, además, que en este momento el Directorio esté . 


integrádo, por los doctores Nin Farini, Director General de 
las Detensorías; Herbert, Director de la Defensoría Penal; 
y la doctora Dávila, Defensora Penal, o 

Después de- este exhaustivo análisis efectuado por el 
doctor Langón, nosotros vamos a completar nuestra interven- 


ción en cuatro o cinco puntos a los gue va a hacer referencia 
el doctor Herbert. 


SEÑOR HERBERT.- Los ptos que más preocupan al Colegio de 
Abogados básicamente son los que tienen que ver con.al 
tratamiento de los menores y las libertades provisionales. 


Con respecto a la internación de menores en institutos 
carcelarios diseñados para adultos, debemos expresar que 
tenemos conciencia --porque ya hemos tenido experiencia de 
la anterior visita a la Comisión de la Cámara de Representan- 

«Les-- de que se requiere algún tipo de solución. Por supuesto 
apoyamos todo lo expresado por el representante del Instituto 
de Derecho Penal y de ninguna manera sería aceptable que esta 
solución perdurara en el tiempo. En ese sentido, tenemos la 
esperanza de que vengan rápido ias respuestas adecuadas a las 
que se refiere la norma. Sin embargo, teníamos entendido que 
se iba a hacer algún tipo de proposición en donde se dijese 
expresamente que esta situación es transitoria, no en lo que 
respecta a la situación general, sino a cada caso particular, 
Quiere decir, que los Jueces en casos excepcionales, podrán 
disponer la internación transitoria, y no la internación 


simple de los menores de 16 a 18 años en establecimientos de- 
. alta seguridad. Por lo tanto, en todos y cada uno de los - 
casos, la internación sería transitoria, lo que demandar ía 
" que los Jueces Letrados de Menores estuviesen revisando la . 


situación particular de cada uno, para que los menores no. 
queden olvidadós en este tipo de establecimientos que son 
altamente nocivos, porque como bien decía el doctor Langón, 
si no hay respuestas adecuadas por parte del INAME, menos las 
habrá por parte de la cárcel. 


a a 
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Sin mengua de todo la que se ha dicho oportunamente en 
la Comisión correspondiente de la Cámara de Representantes, 
haceros cuestión de que en cada caso la internación sea 
transitoria. Asimismo, compartimos el criterio manifestado 
por el Instituto Uruguayo de Derecho Penal er el sentido de 
que en los casos de internación preventiva, y mientras dura 
el proyecto, se indique que solamente los mayores de 16 años 


podrán ser internados, también transitoriamente." 


Con respecto a las libertades provisionales, queremos be 
señalar lo siguiente. a 


En priwer lugar, debemos destacar la posible inconstitu- 
cionalidad que se va a plantear cada vez que se aplique esta 
articulo. Ya habíamos dicho que establecer esta reclusión 
como medida cautelar va contra el espíritu del artículo 27 
de la Constitución de la República, e inclusive lo enfranta 
a la posible colisión con el principio de inocencia antes de 
que el procesado sea condenado. Repito que esto va a suscitar 
un conflicto todas las veces que se aplique la norma. . 


Por otra parte, tenemos una cuestión apio a la 
propia naturaleza de la prisión preventiva. Por ejemplo, la 
revocación de la libertad provisional en lo que respecta al 
primer proceso, no va a responder a ninguna de las causas 
admitidas para negar la excarcelación —«ee refiero a Ja . 
necesidad de instrucción, a asegurar el resultado del 
proceso, a la existencia de alarma social, etcétera—— porque 
ya se evaluaron en el primer proceso. Entonces, la revocación 
de esa libertad provisional dada por el Juez en el primer 
procesamiento, repito, atendiendo a codes las circunstancias 
que hacer que. pueda ser otorgada, pasa a ser neranente 
punitiva, es decir, una pena adicional por la comisión de 
otro ilícito gue no es aquel por el cual el individuo pro 
cuspliendo la pena preventiva. Se transforma, pues, : 
- Claridad la naturaleza de la prisión preventiva como medida 
cautelar en una internación de de carácter punitivo. 


Hay, a en vez, un problema procesal que, al parecer, 
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podría estar “solucionado en una de lás normas.—En el inciso ___ 
quinto se dice: "si la Sede que conoce de la últiña causa 
dispusiere la excarcelación del procesado, éste permanecerá 

a igualmente detenido y a disposición del Juzgado que dictó la . 
revocación”, etcétera. Ahora bien; parecería ser que el 
problena se soluciona ma], porque si se revoca la libertad ' 
provisional, el inculpado debería permanecer a disposición Y 
del Juzgado que dictó la primera revocación, para luego pasar” 
a la sede judicial que lo procesó en segundo término. Creemos”. 
que esto va a plantear una dificultad de procedimiento y 
material que va a hacer prácticamente imposible de solucionar 


te de Justicia invente un sistema 
muy excepcional o algo muy costoso. > a 


Imaginemos qué ocurre con el Juez que reoibe a ese 
procesado por la comisión de un segundo delito, luego que le - 
otorgó la libertad provisional hace un año y“medio -o dos. 
¿Qué hace con él? Obviamente, no puede alegar aquellas 
circunstancias por las que le concedió la libertad provisio- 
nal, puesto que ya fueron agotadas. Quiere decir que se va 
a ver enfrentado a una persona que sólo está presa porque 
cometió un nuevo delito y no sabrá cómo ni por qué excarce- 
larla. Repito, qué motivo, entonces, podrá dar un Juez para 
proceder a la excarcelación. No podrá utilizar, por lo tanto,. 
los argumentos que normalmente se esgrimen, esto es, que está 
asegurado el resultado del proceso, que la alarma pública 
causada por el hecho concreto no existe, etcétera. creo que . 
esto no ha sido tenido en cuenta. 

Por oira parte, aclaro que cuando sciunimaita : —eal 
señor Fiscal, doctor .Langón, seguramente lo podrá corrobo- . 
rar-- un procesado registra antecedentes gn su planilla, su 
libertad no se produce en dos días. Si" es primario la ' 
recupera en un tiempo prudencial: pero sí tiene nueve. 
antecedentes es probable «que, de 'hecho, se lo mantenga 
recluido wucho tiempo. Quiere decir que esta situación ya 
está. contemplada. E A 

Volvamos al 'caso del Juez que procesó en primer lugar ,' 
otorgó la excarcelación y ahora se lé remite de nuevo la 


, 
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- misma persona. Pregunto si va a tener en cuenta el nuevo 
iticito pata recalcular ja preventiva que tendrá que sufrir 
el procesado, que ya había cumplido una cierta «prisión 
preventiva, o los antecedentes que ha registrado. Seguranmen- 
te, el procesado se va a encontrar con que el segundo Juez - 
no.te va a conceder fáciimente la libertad provisional, en 
virtud de que tiene un antecedente; tampoco lo hará el primer 
jue2 porque cowo el individuo registra, no ya un antecedente, 
sino un "subsecuente" —no sé si este. es el término correc- 
to le adicionará más preventiva. Ñ j 

insisto en que esta solución no es viable en la práctica 

- según. el criterio con que se maneja la concesión de la 
libertad provisional y de la preventiva para asegurar el 
resuitado del proceso. e . 


De manera que una vez nás se pone de manifiesto aquí la 
naturaleza meramente punitiva de la prisión preventiva, que 
es al menos en teoría una medida cautelar. Repito que -nás 
allá de las discusiones que puedan suscitarse en torno a este 
tema, actualmente ya se tiene en consideración esta situa- 

* ción, puesto que el procesado que registra, por ejeaplo, seis 
antecedentes, es seguro que no recuperará su libertad en poco 
. tiempo, En esto poseemos una larga experiencia. 

Coro mencioné, también tenemos aquí el tema de la 
cuestión procesal. Ea muy fácil decir que la Suprema Corte 
de Justicia dispondrá todo: lo necesario para que esto se 
cumpla. Pero fuera de los graves problemas que se le van a 
plantear al Juez que procesó en primera instancia para saber 
qué hace con la persona que está a su disposición, que había 
procesado y que le había concedido la líbertad condicional, 
y de cuál sería la actitud del magistrado que procesa en 
segundo término con respecto a la evaluación del antecedente 
registrado —tema netamente procesal y de posición de los 
jueces frente a sus procesados— se torna necesario crear un - 
mecanismo de comunicaciones entre los muchísimos juzgados que 
cena el país a los efectos de poder cuaplir esta normativa. 


De manera que por las rencoss que expusimos, .. decir, 


. 


la posible inconstitucionalidad, la colisión con el. principio: . 


de inocencia mientras no esté penado, la cuestión v.inculada 
a la haturaleza de la prisión preventiva, el problema 
procesal que plantea, ádemás del hecho manifiesto de que esto" 
ya se tiene en cuenta en el'día de hoy, el Colegio de 


Abogados reitera su posición contraria a que se dicte norma “ 


alguna que modifique el elias o el régimen de concesión de 
libertad provisional. ] 

Estas son las razones principales a tener en cuenta, nás 
allá de lo que ha dicho el Instituto Uruguayo de Derecho 
Penal, que 'es realmente la autoridad idónea para formular 
indicaciones sobre los AURACEOS técnicos de cada uno de -1os 
articulos. 


Nos resta recalcar —porque ya lo afirmamos en la: 


primera presentación— nuestra proposición de que en los': 


artículos 13 y 17 del proyecto de ley, correspondientes al 
320 y al 310 bis del Código Penal, se extienda la agravante 
cuando las lesíones o el homicidio tengan lugar contra 
abogados y auxiliares de la justicia que se encuentran en'una 
situáción bastahte similar a la del funcionario policial. 


Por último, ti bien nos parece positivo que se reglamen— j 


ten las salidas transitorias, también lo sería acelerar el' 
trámite descargándolo de etapas procesales, porque muchas 
veces dichas salidas transitorias.obedecen a cuestiones de . 
momento, a saber el fallecimiento de un familiar íntimo o 
cuestiones imprevistas e imprevisibles. Creo que se podría 


mejorar el "itinere” procesal para que no se demore mucño 


, tiempo en efectuar este tipo de concesiones. En definitiva, 


otorgar salidas provisorias responde a una sana política 


criminal porque contribuye a que la desesperación- en los 
establecimientos carcelarios no cunde. En este punto el - 
Colegio de Abogados ha ¿puaaña su zayor” preocupación. 


Aclaro que he puesto €scaso énfasis en el tema de los 
menores. En realidad, el Colegio: de Abogados hace gran 
hincapié. al respecto, así como en el cumplimiento de la 
comegsión de .las Naciones Unidas sobre. los, derechoa- del 


e 


ge 
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niño. Lo que sucede es que conocemos cuál es la situación «y 
en modo alguno veninos hoy a modificar nuestra posición, que 
ya pustentamos ante la Cámara de Representantes. A veces la 
realidad nos plantea opciones que no desearíamos. En cambio, 
recuerdo lo conversado en el sentido de gue para mantener un 
criterio hasta teórico, se ha de indicar que la didas 
en todo caso, debe ser transitoria. 


Quisiéramos destacar un detalle que, no por Eñt, deja 
-de aer importante. En uñ pasaje de este proyecto de ley se 
dice que se tendrá en cuenta én todos los actas de- proceso 
que un menor es un sujeto de derecho. Parece superfluo 
recordar esto aguí; no sé a qué obedece porque ello debe ser 
así invariablemente y así lo expresan las disposiciones de 
todas las convenciones internecionales. Mencionarlo en está 
iniciativa es como decirle al Juez que tenga cuidado porque, 
como sabe, el niño es un sujeto de derecho. Este es un tesa 
de puro estilo, pero no de nero estilo. Pensemos que en 1998 
en nuestro país se podría der a un proyecto de ley otra gira 
que no consistiára en recordarle al Juez que el menor es un 
sujeto de derecho. Reítero que es una cueatión que parece de 
estilo pero, en realidad, no es menor. 


Estas son, en principio, las dias que tente 


para formular. 
SEÑOR SARTROU.- Quisiera manifestar la siguiente inquietud. 


Los jueces de menores, cuando estuvieron presentes en 
el Parlamento, nos plantearon una duda o insuficiencia con 
respecto al artículo 25 del texto. Por la menos teníamos la 
preocupación —que luego fue corroborada— de que el procedi” * 
miento del debido proceso que tiene sentido en menores de 
cierta edad, se aplicara para todos los menores de díaz años. ' 
Explicaron que de alguna manera habían concertado la edad de 
doce años para considerar que solamente a partir de pntonces 
tenía justificación toda una mecánica de procedimiento Aa 
Aebido proceso. Ello está inscrito en la idea dé que, si 
existe o necesariamente debería haber no un 
procediniento de garantías de este tipo sino. otto. de carácter 
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tutelar o educativo. Pero como una especie de corrección 
enpirica, los jueces expresaban la idea de que este procedi- 
miento establecido por el artículo 23 se siguiera para casos 
en los cuales los menores tuvieran doce años o más de edad. 


Concretamente, consulto a los asistentes a la Comisión 
qué opinión les merece este tea que, de algún modo, fuera 
planteado en el día de ayer y con respecto al: cual nos había - 
preocupado el tratamiento dé adulto o de mayor que se 
dispensa a los menores en lugár del procedimiento realmente 
. tutelar y educativo que entendemos necesario. 


SEÑOR MIM FARINL.- Cuando un incapaz mayor de edad o un 
enajenado comete un delito o realiza un hecho tipificado en 
la ley coso delito, es hecesario —y ello se hace en la 
práctica— seguir todo el procesó penal a los efectos de 
comprobar si corresponde aplicar la medida de seguridad, en 
el caso curativa, porque no puede haber medida de seguridad 
sin sentencia ní sentencia sin proceso. Én definitiva, ey 
absolutamente necesario saber, para aplicar la medida de 
seguridad, si el autor del hecho jo es en el sentido mate= - 
rial. Creo que el nisso razonamiento se puede aplicar cuando 
se trata de un menor. Cuando éste comete una infracción 
prevista en la ley penal comó delito, corresponde aplicarle 
una medida de seguridad educativa. Esa medida de seguridad 
requiere, coso investigación previa, que se trate del autor . 
material del hecho y no se puede llegar.a esa certeza, con 
las garantías que permitan hacerlo Ea: si no es 
por medio de un proceso. - . 


Creo habef contestado de esta “forma a la pregunta 
formulada por el señor Senador. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo nás interrogantes de paEEa de 
los señores Senadores, corresponde a la Mesa agradecer, en 
nombre de la Comisión, a los representantes del Instítuto 
- Urugyayo de Derecho Penal y al Colegio * de Abogados del 

SSUGUAY que nos han visitado. ' y 


(se. retiran de Sala 108 pep qe Instituto 
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Uruguayo de Derecho Penal y del “Colegio de Abogados del 
, Uruguay) * . A 


a. 


Se levanta. la sesión. 


íAsí se hace. Es la hora 16 y 09 minutos) 


